
 

     
                                                                          

                        
 

SIGCMA 

Número Único  253076108011201580253-00 
Ubicación  5687 – 6  
Condenado BRYAN STEVEN AGUDELO PUERTAS 
C.C # 1031153547 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 9 de diciembre de 2022, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia del 
DIECISEIS (16) de NOVIEMBRE de DOS MIL VEINTIDOS (2022) por el término 
de cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a 
lo dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 14 de diciembre de 2022. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
 
 
 
Número Único  253076108011201580253-00 
Ubicación  5687 
Condenado BRYAN STEVEN AGUDELO PUERTAS 
C.C # 1031153547 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 15 de Diciembre de 2022, se corre traslado por el término común 
de cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 
194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 20 de Diciembre de 2022. 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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Señor  
JUEZ SEXTO DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 
BOGOTA, D.C. 
E.  S.  D. 
 
 
REF: Radicado: 25307610801120158025300 N.I. 5687 
 Condenado: BRYAN STEVEN AGUDELO PUERTA 
 Identificación: C.C. N° 1.031.153.547   
 
 
DANIEL FELIPE PEÑA BUITRAGO, obrando en mi calidad de defensor del 
señor BRYAN STEVEN AGUDELO PUERTA, dentro del proceso de la 
referencia, comedidamente manifiesto a Usted que interpongo recurso de 
APELACION, contra su auto mediante el cual se negó la libertad condicional 
de mi representado para que sea revocado y en su lugar se le conceda la 
libertad condicional. 
 
 
Fundamento el presente recurso en los siguientes argumentos: 
 
 
Mediante providencia el Juzgado manifiesta que: “No es posible establecer un 
pronóstico favorable de cara a la readaptación social del sentenciado puesto 
que, si bien reposan los informes emitidos por el establecimiento carcelario, 
no es menos cierto que se le ha concedido a BRYAN STEVEN AGUDELO 
PUERTAS, la prisión domiciliaria la cual fue revocada.” 
 
 
Al respecto cabe señalar: 
 
 
Honorable Juez que conozca este recurso de apelación en contra de la 
decisión que adoptó el Juzgado de instancia al no concederle la libertad 
condicional a mi patrocinado, ruego se revoque la decisión para en su lugar 
concederle la libertad condicional según lo dispuesto en el Art. 64 del C.P., 
que fue modificado por la ley 1709 de 2014 en su Art. 30. Se debe señalar 
entonces que el señor AGUDELO PUERTA cumple con el factor objetivo tal 
como lo establece el señor Juez de instancia. 
 
Ahora bien en lo que tiene que ver con el requisito subjetivo que es 
precisamente el fundamento de la negativa, esto es, las expresión “previa 
valoración de la conducta punible” se observa claramente como el Juzgado de 
instancia no cumple con los parámetros constitucionales que sobre ello la 
Honorable Corte Constitucional en sentencia C-757 de Octubre 15 de 2014 
bajo ponencia de la Magistrada Gloria Estella Ortiz Delgado estableció el 
fenómeno jurídico y el principio del nom bis in idem y la valoración que se 
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debe hacer a la conducta punible por parte de los jueces. 
 
Se le olvida al señor Juez que además es un deber legal estudiar el 
comportamiento del condenado dentro del penal y en general todo una serie 
de elementos posteriores a la imposición de la condena con fundamento 
entonces en toda esa amalgama de situaciones y circunstancias posteriores a 
la pena y no basarse de forma automática y simplista en aspectos bizantinos 
como que la conducta es grave pues bastaría con señalar que si tiene el 
estatus quo de condenado y está en una cárcel es por un delito y se supone 
que está purgando una pena. 
 
De acuerdo con lo expuesto por el Juez, en el auto interlocutorio ya 
mencionado, decide negar a mi representado la posibilidad de ser una 
persona útil para la sociedad y su familia, interrumpiendo con ello la 
progresividad del tratamiento penitenciario y en sí mismo la finalidad de la 
pena. 
 
Es contradictorio el fallo del juez en cuanto se acredito por parte de la 
defensa, de la misma documentación emitida por el INPEC, el positivo análisis 
que hace de la resocialización de mi prohijado y la previa valoración de la 
conducta frente a los pronunciamientos de la Corte Constitucional en el 
entendido, que dicha valoración se debe hacer de cara a la finalidad de la 
pena y fines del tratamiento penitenciario que arrojan una resocialización del 
condenado, de hecho, el Juez enuncia cada paso del estudio de la libertad bajo 
la ley 1709 de 2004. 
 
Se debe resaltar que la conducta del encartado durante su reclusión ha sido 
ejemplar pues en efecto el comportamiento observado por el encausado en el 
tiempo de cautiverio ha sido valorado en forma satisfactoria por las 
directivas del penal, al punto que el Consejo Disciplina del Establecimiento 
Penitenciario y Carcelario, ha expedido resolución avalando la libertad 
condicional; así mismo se allega certificado evaluando la conducta del 
sentenciado como ejemplar, y en la cartilla biográfica se puede observar que 
la misma durante el tiempo de su privación de la libertad ha sido evaluada 
como ejemplar. Es decir, que este aspecto se cumple en su favor. 
 
Cuando hace el análisis frente a la valoración de la conducta punible decide 
negarle la libertad al condenado, por cuanto el juez de conocimiento en la 
sentencia valoro la conducta como grave y por lo visto el mismo Juez que 
emitió la sentencia condenatoria, vuelve a valorar la gravedad de la conducta 
punible. Esto además de violar claramente el principio universal del nom bis 
ibídem  crea esa atadura que cree es inamovible para que desde la sentencia 
quede atada la libertad de un reo dejando de lado el fin de la pena y el deseo 
de una persona por resocializarse y eso en cuanto su postura, pero desdice 
mucho el no reconocimiento por parte de la juez de los lineamientos de la 
sentencia C-757 de 2014 que declara la exequibilidad CONDICIONADA de la 
sentencia C-194 de 2005, que a su tener literal manifiesta: 
 

En ese mismo orden de ideas, es necesario reiterar que dicha valoración no 
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vulnera el principio del juez natural establecido en el artículo 29 de la 
Constitución, en concordancia con el principio de separación de poderes 
establecido en el inciso segundo del artículo 113. C.P. 
 
Las funciones de Resocialización y Prevención Especial de la Pena y la 
Valoración de la Conducta Punible por parte del Juez de Ejecución de Penas 
 
Desde sus inicios la Corte Constitucional ha reconocido la importancia 
constitucional que tienen la resocialización de las personas condenadas y la 
finalidad preventiva especial de la pena. Al fundamentar la exequibilidad de 
un tratado internacional para la repatriación de personas privadas de la 
libertad, la Corte sostuvo: 
 
“Finalmente, se considera como propio del Estado social de derecho que la 
ejecución de la sanción penal esté orientada por finalidades de prevención 
especial positiva, esto es, en esta fase se debe buscar ante todo la 
resocialización del condenado, obviamente dentro del respeto de su 
autonomía y dignidad puesto que, como se verá más adelante, es necesario 
armonizar estos valores.” Sentencia C-261 de 1996 (M.P. Alejandro Martínez 
Caballero) (MP. GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO. Expediente D-10185 
Sentencia C-757/14 del 15 de octubre de dos mil catorce (2014).) 

 
Más adelante la misma sentencia profundiza sobre las inevitables tensiones 
que existen entre los fines de prevención general y prevención especial, 
reconoce el fundamento constitucional de la función resocializadora de la 
pena y su relación con los principios fundamentales de la Carta, y acude al 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos, también citado por el demandante en 
este caso. La misma sentencia continúa diciendo: 
 

“Sin embargo, a pesar de esas inevitables tensiones y discusiones, lo cierto es 
que durante la ejecución de las penas debe predominar la búsqueda de 
resocialización del delincuente, ya que esto es una consecuencia natural de la 
definición de Colombia como un Estado social de derecho fundado en la 
dignidad humana (CP art. 1º), puesto que el objeto del derecho penal en un 
Estado de este tipo no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su 
reinserción en el mismo. Por ello, es lógico que los instrumentos 
internacionales de derechos humanos establezcan esa función 
resocializadora del tratamiento penitenciario. Así, de manera expresa, el 
artículo 10 numeral 3º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas, aprobado por Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra 
que ‘el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 
esencial será la reforma y la readaptación social de los penados (subrayas no 
originales)’.” Sentencia C-261 de 1996 (M.P. Alejandro Martínez Caballero) 

 
Posteriormente, en la sentencia aprobatoria del Segundo Protocolo 
Facultativo para Abolir la Pena de Muerte, adicional al Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos, la Corte no sólo fundamenta nuevamente el fin 
resocializador de la pena en la cláusula del Estado Social de Derecho, sino que 
reconoce el valor especial que tienen los fines de resocialización y prevención 
especial, y el carácter secundario que tiene el fin retributivo de la pena. En tal 
oportunidad dijo: 
 

“Finalmente se ha recurrido a consideraciones de prevención especial 
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negativa para defender la pena capital, con el argumento de que existen 
delincuentes irrecuperables que deben ser eliminados de la sociedad para 
evitar futuros males a otros ciudadanos. Sin embargo, ese razonamiento es 
lógicamente discutible, pues no sólo presupone que es posible determinar al 
momento de imponer la sanción quienes van a reincidir y quienes no, lo cual 
se han revelado falso, sino que además desconoce que existen medidas 
alternativas de rehabilitación. Además, y más grave aún, se olvida que el 
delincuente también tiene derecho a la vida, por lo cual, en un Estado social 
de derecho fundado en la dignidad humana (CP art. 1º), la ejecución de las 
penas debe tener una función de prevención especial positiva, esto es, en esta 
fase se debe buscar ante todo la resocialización del condenado, obviamente 
dentro del respeto de su autonomía y dignidad. El objeto del derecho penal en 
un Estado de este tipo no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar 
su reinserción en el mismo. Por ello, es lógico que los instrumentos 
internacionales de derechos humanos establezcan esa función 
resocializadora del tratamiento penitenciario.   Así, de manera expresa, el 
artículo 10 numeral 3º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas, aprobado por Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra 
que ‘el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 
esencial será la reforma y la readaptación social de los penados’ (subrayas no 
originales). En ese orden de ideas sólo son compatibles con los derechos 
humanos penas que tiendan a la resocialización del condenado, esto es a su 
incorporación a la sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual 
además se contribuye a la prevención general y la seguridad de la 
coexistencia, todo lo cual excluye la posibilidad de imponer la pena capital.” 
Sentencia C-144 de 1997 (M.P. Alejandro Martínez Caballero) 
 

Es totalmente viable revocar la decisión y en sede de apelación poder otorgar 
la libertad a las personas privadas de su libertad en la que la conducta 
punible fue valorada como grave, mientras que durante la reclusión haya 
demostrado una adaptación al conglomerado social y respeto a las leyes 
mediante un tratamiento penitenciario progresivo y cumpliendo la finalidad 
de la pena que es la de convertirse en un ser humano diferente en su 
concepción para ver el mundo que lo rodea, que es el caso que nos ocupa. 
 
Erróneo seria pensar que las personas nunca evolucionan o involucionan y 
que siempre su actuar es estático, no hay nada más equivocado ya que una 
persona después de muchos años de privación de su libertad cambian para 
bien o para mal y en el caso de mi prohijado en concreto para las autoridades 
penitenciarias arroja un resultado positivo corroborado por el mismo INPEC, 
ese es el sentir de los magistrados en la sentencia ya citada que si el reo en su 
tratamiento penitenciario supera la barreras que le impiden ver el mundo 
social en el cual el exista y puedan todos coexistir y en adelante ajuste su 
comportamiento a los mandatos establecidos por la ley merece la libertad de 
manera positiva para que continúe con su tratamiento desde otra fase de la 
pena que es en libertad. 
 
La Corte también ha dicho que el reconocimiento del arraigo constitucional 
de la finalidad resocializadora de la pena no es contrario a la valoración de la 
conducta punible por parte del juez de ejecución de penas. En la Sentencia C- 
194 de 2005 antes citada, la Corte citó extensamente su propia 
jurisprudencia, así como la de la Corte Suprema de Justicia que reconocen no 
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sólo la importancia de tener en cuenta la gravedad de la conducta punible, 
sino la personalidad y los antecedentes de todo orden para efectos de evaluar 
el proceso de readaptación social del condenado. 
 
Una de las sentencias citadas por la Corte en aquella ocasión reconoce 
explícitamente la importancia que reviste la valoración de la gravedad de la 
conducta punible, y sus demás dimensiones, circunstancias y elementos, así 
como la valoración de la personalidad del sindicado y sus antecedentes, para 
evaluar su proceso de resocialización. 
 
Dice la Sentencia T-528 de 2000, citada en la C-194 de 2005:  
 

La Decisión de la Corte y El Principio de Favorabilidad 
 
Como se dijo en el fundamento No. 38 de la presente providencia, al redactar 
la nueva versión del artículo 64 del Código Penal el legislador no tuvo en 
cuenta el condicionamiento hecho por la Corte en la Sentencia C-194 de 2005. 
Esto significa que desde que entró en vigor la Ley 1709 de 2014, los jueces de 
ejecución de penas y medidas de seguridad pueden haber interpretado y 
aplicado dicho artículo de una manera que resulta contraria a la 
Constitución.  
 
41. La Corte no puede pasar por alto este hecho, puesto que de hacerlo 
estaría avalando las posibles afectaciones a los derechos fundamentales de 
las personas condenadas a penas privativas de la libertad. En efecto, de 
conformidad con la redacción actual del texto, los jueces de ejecución de 
penas pueden entrar a valorar la conducta punible sin tener en cuenta la 
valoración hecha por los jueces penales, y sin que exista un criterio ordenador 
de su análisis valorativo. Esta indeterminación es susceptible de haber 
producido efectos respecto de la libertad individual de los condenados y de su 
derecho a la resocialización, por virtud del tránsito normativo, a partir de la 
entrada en vigor de la Ley 1709 de 2014. Por lo tanto, los jueces de ejecución 
de penas y medidas de seguridad deben aplicar la constitucionalidad 
condicionada de la expresión “previa valoración de la conducta punible” 
contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en 
que tal condicionamiento les sea más favorable a los condenados. 

 
Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 
proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jueces de 
ejecución de penas deben valorar la conducta punible para decidir sobre la 
libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una 
norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta 
punible de las personas condenadas a penas privativas de su libertad para 
decidir acerca de su libertad condicional es exequible, siempre y cuando la 
valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y 
consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean 
éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional. 
 
Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de penas y medidas 
de seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la 
expresión “previa valoración de la conducta punible” contenida en el artículo 
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30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal 
condicionamiento les sea más favorable a los condenados. 
 
En todo el tiempo de confinamiento el señor AGUDELO PUERTA no ha 
tenido informes o requerimiento alguno que contrarié una vida en 
comunidad, por tal razón es preciso hacer manifestación a lo expresado por 
el máximo tribunal Constitucional frente al alcance y contenido del principio 
de resocialización del condenado en sentencia T-1190/03 señalo: 
 

Desde el punto de vista constitucional, la relación de especial sujeción que 
surge entre el estado y el recluso implican que las acciones del Estado estén 
dirigidas a facilitar las condiciones para una verdadera resocialización de las 
personas que han sido condenadas penalmente a pena privativa de la 
libertad. Esta concepción humanista del sistema jurídico y del sistema penal 
inspirada en el principio superior de la dignidad humana y sustento de una de 
las llamadas funciones de la pena, implica que las autoridades del Estado y en 
particular, las autoridades penitenciarias, estén en la obligación de desplegar 
una serie de conductas necesarias e idóneas, para garantizar el mayor nivel 
de resocialización posible de los reclusos. En este sentido, las disposiciones de 
la ley 65 de 1993, en particular las que desarrollan el sistema progresivo 
penitenciario (arts., 142 y ss., de la referida ley) quedan revestidas de una 
legitimidad constitucional especial, pues de su eficacia particular depende 
también la de los principales mandatos constitucionales y su realización 
concreta en el caso de las personas privadas de la libertad. 

 
Entonces como apoyo a lo considerado resulta oportuno traer a colación lo 
que expone para estos propósitos la ley 65 de 1993. 
 

ARTÍCULO 9°. FUNCIONES Y FINALIDAD DE LA PENA Y DE LAS MEDIDAS DE 
SEGURIDAD. La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin 
fundamental es la resocialización. 
 
ARTÍCULO 10. FINALIDAD DEL TRATAMIENTO PENITENCIARIO. El 
tratamiento penitenciario tiene la finalidad de alcanzar la resocialización del 
infractor de la ley penal, mediante el examen de su personalidad y a través de 
la disciplina, el trabajo, el estudio, la formación espiritual, la cultura, el 
deporte y la recreación, bajo un espíritu humano y solidario. 
 
ARTÍCULO 12. SISTEMA PROGRESIVO. El cumplimiento de la pena se regirá 
por los principios del sistema progresivo. 

 
Su señoría en el caso que nos ocupa son casos análogos, despachar 
desfavorablemente la solicitud de libertad es premiar a aquellas personas 
que no desean rehabilitarse o corregir su actuar ya que saben que acatar o no 
la ley da lo mismo para el juez que vigila la pena, puesto que en una línea de 
tiempo de dos reos que estén a la misma pena el uno decida cambiar y el otro 
no ya que al final juntos recobraran su libertad al mismo tiempo haciendo el 
bien o el mal y todo el esfuerzo de una sociedad por recuperar a las personas 
de comportamiento desviado quedaría en las manos del juez que por la 
interpretación errada de las leyes y la jurisprudencia envían mensajes 
desalentadores para la población carcelaria en una sociedad que la 
criminalidad no es aberrante sino creada por la mala praxis de la política 
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criminal. Y en verdad la solución del hacinamiento encuentra sus raíces en la 
no progresividad del tratamiento penitenciario. 
 
Se tiene claro que el procesado no cometió delitos de lesa humanidad, como 
tampoco delitos contra la integridad y formación sexual y mucho menos 
homicidio, el Juez de primera instancia, en forma equivocada manifiesta que 
la compañera permanente de mi prohijado resulto fuertemente golpeada, 
cuando esta persona ni siquiera declaró en el juicio porque se acogió a un 
derecho fundamental, entonces no se entiende como se construye la 
gravedad de la conducta punible sobre una declaración inexistente, es decir 
adecuada al Art. 33 de la Constitución Política. 
 
Adjunto a la presente me permito allegar: 
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Al no ser otro el motivo de mi solicitud me suscribo a la espera de una pronta 
y favorable respuesta que tenga como fin la oportunidad de libertad 
condicional a mi patrocinado y de esta forma se envié un mensaje a la 
sociedad colombiano que estamos en un Estado Social y Democrático de 
Derecho y ello implica el respeto a la dignidad humana como principio basilar 
y no el eficientísimo penal que emergen de discursos peligrositas que atentan 
como los derechos humanos de los detenidos en este país. 
 
Señor Juez 
 
 
 
 
 
DANIEL FELIPE PEÑA BUITRAGO 
C.C. N° 1.023.874.793 de Bogotá 
T.P. N° 180.981 del C.S.J. 
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